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1. LOS RENDIMIENTOS DEL TRABAJO EN LA NORMATIVA ESPAÑOLA  

El artículo 17 de la LIRPF1 establece dos tipologías de rendimientos del trabajo. 
Por un lado, el apartado 1 de dicho artículo regula aquellos rendimientos del 
trabajo que son considerados como tal por su naturaleza; mientras que, por otro 
lado, el apartado 2 regula prestaciones de diversa tipología que encajan en la 
calificación de rendimiento de trabajo por expresa decisión legal. 

1.1 RENDIMIENTOS DEL TRABAJO “POR NATURALEZA” (17.1 DE LA 
LIRPF) 

Los rendimientos del trabajo del artículo 17.1 hacen referencia a todas aquellas 
“contraprestaciones o utilidades, cualquiera que sea su denominación o 
naturaleza, dinerarias o en especie, que deriven, directa o indirectamente, del 
trabajo personal o de la relación laboral o estatutaria y no tengan el carácter de 
rendimientos de actividades económicas”. De esta definición se pueden extraer 
algunas consideraciones: 

 

1  Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.  
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▪ Es una definición con vocación de ser manifiestamente amplia, con una 
cierta vis atractiva, salvo en el caso de los rendimientos que retribuyen la 
realización de actividades económicas.  

▪ Se incluye cualquier tipo de retribución, periódica o no, tanto monetaria 
como en especie, fija o variable, indemnizaciones, bonus, acuerdos 
retributivos.  

▪ Generalmente, los rendimientos derivan de una relación laboral ordinaria 
en la que concurren las notas de dependencia y ajenidad. En ocasiones, 
puede no ser obvia la distinción entre los rendimientos del trabajo y 
actividades económicas, sobre todo en actividades profesionales. La DGT 
ha interpretado que los elementos relevantes para tratarse de 
rendimientos del trabajo son voluntariedad, remuneración, ajenidad y 
dependencia (consulta a la DGT V1933-17). 

Lo anterior presenta algunas implicaciones prácticas que son importantes: 

▪ Las retribuciones satisfechas por entidades españolas a trabajadores 
desplazados a otros países (que eran previamente contribuyentes 
residentes fiscales en España y que pierden dicha condición), en principio, 
serían rendimientos no sujetos en España, en la medida en que el trabajo 
no se preste en España.  

▪ Tampoco serían rendimientos del trabajo sujetos en España los que 
deriven del teletrabajo “ocasional” realizado en este país, siempre que (i) 
el trabajo se preste para una entidad no española, (ii) se paguen por una 
entidad no española y (iii) el contribuyente no sea considerado residente 
fiscal en España (ya que, si fuera residente fiscal tributaría en principio 
por la totalidad de las rentas, con independencia de su lugar de 
obtención2). 

▪ Tampoco deberían ser consideradas rentas de fuente española los 
rendimientos pagados por una entidad española a un trabajador que 
presta sus servicios desde fuera de España, aunque esos servicios se 
presten en beneficio de clientes o de empresas españolas (véase la 
consulta a la DGT V0755-13). 

▪ También es posible que los trabajos se presten intermitentemente desde 
España y una pluralidad de jurisdicciones. En estos casos, los 
rendimientos deberían prorratearse, distinguiendo entre los prestados 
materialmente en España y los que no. Lógicamente, en estos casos 
cobran especial importancia los elementos probatorios que acrediten el 
lugar de prestación material de los servicios por los trabajadores, así como 
su presencia física y la entidad que realiza los pagos.  

 
2  Debe tenerse en cuenta que el régimen de impatriados previsto en el artículo 93 de la LIRPF no evita la 

tributación por la renta mundial obtenida en los rendimientos del trabajo y de actividades económicas, como sí ocurre 

en otra tipología de rentas (como rendimientos de capital mobiliario o ganancias de capital) que no quedan sujetas a 

tributación en España si se trata de rentas de fuente no española. 
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1.2 RENDIMIENTOS DEL TRABAJO “POR DECISIÓN LEGAL” (17.2 DE LA 
LIRPF) 

El legislador ha calificado algunas rentas como determinados rendimientos del 
trabajo, dado que las notas de dependencia y ajenidad anteriores no siempre se 
manifiestan (o al menos no con tanta intensidad como en el artículo 17.1 de la 
LIRPF). En el artículo 17.2 de la LIRPF se incluyen pensiones de la Seguridad 
Social, mutualidades, planes de pensiones paneuropeos y otros tipos de 
prestaciones de cobertura; retribuciones de cargos públicos/políticos; 
rendimientos derivados de cursos y similares, retribuciones de los miembros de 
órganos de administración y las que deriven de relaciones laborales de carácter 
especial, etc.3. 

En idénticos términos, la LIRPF establece que son rendimientos del trabajo los 
derivados de la elaboración de obras literarias, artísticas o científicas, siempre 
que se ceda el derecho a su explotación (artículo 17.2.d LIRPF). Esta inclusión 
resulta interesante en el ámbito internacional, ya que introduce la figura de las 
rentas derivadas de la elaboración de obras, cuya tributación puede adoptar 
distintas modalidades. En primer lugar, pueden tratarse como rentas del trabajo, 
en los términos recién comentados. En segundo lugar, serán rendimientos de 
actividades económicas cuando la explotación de los derechos se realice por el 
propio autor, presumiendo que para ello cuenta con una ordenación por cuenta 
propia de los medios necesarios. Desde la óptica internacional, estas rentas 
serían calificadas de rentas económicas (artículo 13.1.a de la LIRNR). 
Finalmente, serán rendimientos de capital mobiliario aquellos derivados de la 
propiedad intelectual cuando el contribuyente no sea el autor, así como los 
procedentes de la propiedad industrial que no se encuentre afecta a actividades 
económicas realizadas por el contribuyente (art. 25.4.a de la LIRPF). En la 
LIRNR4, estos rendimientos merecerían la consideración de cánones (artículo 
13.1. f.3.º LIRNR), lo cual tiene implicaciones en el punto de conexión, que, en 
el caso de los cánones, sería generalmente el criterio del pago por una entidad 
española o que se utilicen en territorio español. 

Por último, también encajarían en esta categoría, sin perjuicio de que no se 
regulen en el 17.2 de la LIRPF, los denominados carried interest, esto es, 
rendimientos con la consideración de rendimientos del trabajo derivados directa 
o indirectamente de participaciones, acciones u otros derechos, incluidas 
comisiones de éxito, que otorguen derechos económicos especiales en 
determinadas entidades, obtenidos por las personas administradoras, gestoras 
o empleadas de dichas entidades o de sus entidades gestoras o entidades de su 
grupo (véase la disposición adicional 53.ª de la LIRPF). 

 
3  Aunque excede del ámbito de este capítulo, conviene realizar una mínima mención a la aplicación de la 

exención del artículo 7 p) del LIRPF a estos rendimientos. Históricamente, la DGT ha venido rechazando la aplicación 

de la exención del artículo 7 p) de la LIRPF a las retribuciones de los administradores y miembros del consejo de 

administración, en la medida en que no concurría una relación laboral (y tratándose de rendimientos del trabajo del 

artículo 17.2 de la Ley del IRPF). No obstante, la no aplicación de la exención del artículo 7 p) de la LIRPF a los 

rendimientos del artículo 17.2 de la LIRPF no es automática, ya que el Tribunal Supremo ha concluido que los 

consejeros y administradores pueden aplicar esta exención por trabajos en el extranjero como consecuencia del 

ejercicio de sus funciones ejecutivas (véase la sentencia de 20 de junio de 2022, recurso 3468/2020). 

4  Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta de no Residentes. 
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1.3 RENDIMIENTOS DEL TRABAJO EN EL IRNR 

Como ocurre en diversas ocasiones lo largo del articulado de la LIRNR, la 
normativa del IRNR se remite a la normativa del IRPF al no contemplar una 
definición autónoma de rendimientos del IRPF (en virtud del artículo 13.3 de la 
LIRNR). Por el contrario, la LIRNR sí regula los criterios para considerar un 
rendimiento del trabajo como de fuente española y, por lo tanto, puede quedar 
sujeto al IRNR.  

Como se verá a continuación, el espíritu general de la LIRNR —para aquellos 
rendimientos conceptualizados en el artículo 17.1 de la LIRPF— es que son 
rentas de fuente española cuando derivan de una actividad personal realizada 
en España (art. 13.1. c.1.º LIRNR). Es decir, en la LIRNR, los rendimientos del 
trabajo tienen como punto de conexión principal el criterio de territorialidad.  

No obstante, la LIRNR incorpora otros puntos de conexión en relación con los 
rendimientos del artículo 17.2 de la LIRPF. En estos casos, el punto de conexión 
se basa en el criterio del pago. 

1.3.1 Criterios de sujeción 

De acuerdo con el artículo 13.1.c) del TRLIRNR, los rendimientos del trabajo 
obtenidos por no residentes sin EP estarán sujetos en España cuando se dé 
alguna de las siguientes situaciones: 

o Cuando deriven, directa o indirectamente, de una actividad personal 
desarrollada en territorio español.  

o Cuando se trate de retribuciones satisfechas en España, pues serán 
considerados rendimientos de fuente española. En particular: 

▪ las retribuciones públicas satisfechas por la Administración española (art. 
13.1. c.2.º LIRNR); o  

▪ las remuneraciones satisfechas por personas físicas que realicen 
actividades económicas, en el ejercicio de sus actividades, o entidades 
residentes en territorio español o por establecimientos permanentes 
situados en este por razón de un empleo ejercido a bordo de un buque o 
aeronave en tráfico internacional (art. 13.1. c.3.º LIRNR). 

Luego, como se acaba de indicar, la LIRNR contempla diversos puntos de 
conexión en función de la naturaleza de la renta. Pasemos a un análisis más 
detallado.  

En primer lugar, cuando el trabajo se preste materialmente en España, se tratará 
de una renta de fuente española; mientras que, si el trabajo no se realiza en 
España, la renta no se entendería obtenida en España (aunque el pagador sí 
sea residente en España).  

Resulta evidente que el concepto de “actividad desarrollada en territorio español” 
se torna fundamental, pues articula el punto de conexión para el no residente. A 
estos efectos, la DGT5 entiende que una actividad se desarrolla en España 
cuando efectivamente es realizada físicamente en territorio español, con 
independencia de la nacionalidad, el lugar de pago de la remuneración o la 
residencia del empleador o del trabajador. Esta interpretación considera la 

 
5  Sirvan a modo de ejemplo la CV0194-21, V3326-23 o V3328-23. 
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presencia material del trabajador no residente en España como elemento 
habilitante para considerar el rendimiento sujeto a la LIRNR. 

Ejemplo 1: 

Trabajador de nacionalidad española, residente fiscal en Portugal, imparte 
cursos a distancia para centros docentes en España desde su domicilio en 
Portugal. Las retribuciones satisfechas por la Universidad fueron sometidas 
a una retención del 19,00 %. Tributación por IRNR en España.  

Los trabajos han sido desarrollados totalmente fuera de territorio español, por 
lo que se entenderán no sujetos a tributación por IRNR en España (art. 13.1. 
c.1.º LIRNR) y artículo 15 CDI Portugal-España.  
Sin perjuicio de ello, el trabajador debería contar con elementos probatorios 
para acreditar que esos trabajos se han realizado desde fuera de España 
(certificado de la entidad pagadora, contratos con los centros docentes, 
certificado para evitar la doble imposición expedido por la Administración 
tributaria portuguesa a efectos del CDI Portugal-España, etc.) a efectos de 
solicitar la devolución de la retención soportada en España. 
  

En segundo lugar, la LIRNR recurre al criterio de pago. En este sentido, son 
considerados rendimientos de fuente española:  

▪ las retribuciones públicas satisfechas por la Administración española (art. 
13.1. c.2.º LIRNR); o  

▪ las remuneraciones satisfechas por personas físicas que realicen 
actividades económicas, en el ejercicio de sus actividades, o entidades 
residentes en territorio español o por establecimientos permanentes 
situados en este por razón de un empleo ejercido a bordo de un buque o 
aeronave en tráfico internacional (art. 13.1. c.3.º LIRNR). 

No obstante, la LIRNR incluye una salvedad respecto de estos últimos 
rendimientos y cuyo punto de conexión es el criterio del pago: aquellos 
rendimientos que derivan de trabajos efectuados íntegramente en el extranjero 
y en los que el contribuyente está sujeto a un impuesto personal en el extranjero 
no estarán sujetos al IRNR, al no considerarse la renta obtenida en territorio 
español. 

Completando la definición de la norma nacional, conviene indicar que las 
pensiones y retribuciones de administradores —dos de las grandes categorías 
de rendimientos contemplados en el artículo 17.2 de la LIRPF— cuentan con un 
punto de conexión propio. En concreto, son rentas de fuente española: 

▪ las pensiones y prestaciones similares que deriven de un empleo prestado 
en territorio español o cuando se satisfagan por una persona o entidad 
residente en territorio español o por un establecimiento permanente 
situado en este (incluyendo si se perciben por el propio trabajador u otra 
persona; y con independencia de que se paguen por una Administración 
pública o una entidad privada en España). Se incluyen por expresa 
decisión legal las pensiones compensatorias recibidas del cónyuge y las 
anualidades por alimentos (art. 13.1.d LIRNR).  

▪ las retribuciones de miembros de órganos de administración de una 
entidad residente en territorio español (art. 13.1.e LIRNR). 
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1.4 EXENCIONES APLICABLES A LOS RENDIMIENTOS DEL TRABAJO EN 
EL IRNR 

De acuerdo con el artículo 14.1.a) de la LIRNR, las rentas exentas para no 
residentes coinciden, en términos generales, con las previstas en la normativa 
interna española (artículo 7 de la LIRPF).  

Adicionalmente, también estarán exentas las siguientes rentas:  

• Las pensiones asistenciales por ancianidad a emigrantes 
españoles (artículo 14.1.a LIRNR). 

• Las becas públicas percibidas por personas físicas, siempre que sean 
concedidas en virtud de convenios de cooperación cultural, educativa o 
científica, o por el Plan Anual de Cooperación Internacional aprobado por 
el Consejo de Ministros (artículo 14.1.b LIRNR). 

1.5 REGLAS DE VALORACIÓN DE LOS RENDIMIENTOS DEL TRABAJO 
EN EL IRNR 

Los rendimientos en especie se calculan de acuerdo con la normativa del IRPF, 
por lo que deberían resultar de aplicación en el IRNR los supuestos de exención 
y no sujeción (art. 42.2 y 42.3 LIRPF, por ejemplo, la exención en entregas de 
acciones a trabajadores en determinadas condiciones o la remuneración flexible 
en forma de transporte, guardería, etc.6); así como las reglas de valoración del 
artículo 43 LIRPF (que en determinados casos pueden determinar una 
cuantificación de la renta inferior a su valor de mercado, como el caso de la 
utilización de la vivienda, en la que el importe máximo es el 5-10 % del valor 
catastral, y como máximo el 10 % del valor de las restantes contraprestaciones 
del trabajo).  

1.6 DETERMINACIÓN DE LA DEUDA TRIBUTARIA  

La base imponible de los rendimientos del trabajo en el IRNR, generalmente, 
coincidirá con el importe íntegro devengado —en los términos previstos por la 
LIRPF (artículo 24.1. de la LIRNR)—.  

En cuanto a los gastos deducibles, la premisa es la reducida y cerrada lista de 
gastos deducibles que la LIRPF contempla para los rendimientos de trabajo. 
Partiendo de esta circunstancia, el rendimiento bruto coincidirá con el neto en la 
gran mayoría de los casos, ya que no es posible aplicar gastos deducibles. Esta 
regla general encuentra su excepción en el artículo 24.6. de la LIRNR, que 
dispone que los contribuyentes de residentes en otro Estado miembro de la UE 
y del Espacio Económico Europeo con efectivo intercambio de información 
tributaria7 podrán deducir los gastos previstos en la LIRPF, siempre que estén 
relacionados directamente con los rendimientos obtenidos en España con 
vínculo directo e indisociable con la actividad realizada en España.  

Si bien esta excepción resulta positiva, la falta de claridad en su redacción origina 
dudas que el legislador podría haber eliminado mediante una formulación más 
precisa de la norma. Especialmente útil hubiese sido una mayor certidumbre 

 

6  Véase la consulta a la DGT V0401-16, que permite aplicar las reglas de los artículos 42 y 43 de la LIRPF a 

contribuyentes no residentes sin establecimiento permanente. 

7  Actualmente Islandia, Noruega y Liechtenstein.  
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sobre qué debe entenderse por “gasto con vínculo directo e indisociable con la 
actividad realizada en España”.  

Haciendo uso de la labor interpretativa de la doctrina administrativa, la DGT8 ha 
adoptado una postura restrictiva: para que un gasto pueda considerarse con 
vínculo directo e indisociable, debe existir una correlación clara y objetiva entre 
el gasto y la actividad desarrollada en España. No basta con que el gasto esté 
soportado por el sujeto no residente, sino que debe demostrarse que ese gasto 
es inherente, necesario y exclusivo para la actividad que genera los ingresos 
sujetos a tributación en España.  

Esta exigencia interpretativa genera dudas sobre la deducibilidad del importe de 
2000 euros previsto en la LIRPF. En principio, resultaría complicado defender 
que este gasto, identificado comúnmente como “gasto por obtención de 
rendimientos del trabajo”, pueda encontrar un vínculo directo e indisociable con 
la renta del trabajo obtenida por el no residente. No obstante, la tendencia 
mayoritaria de la Administración es admitir su deducción, siempre que los 
rendimientos reducidos tengan origen directo e indisociable en la actividad 
realizada en territorio español.  

Otra de las figuras características a la hora de calcular la deuda tributaria de los 
rendimientos del trabajo son las reducciones por irregularidad. Pues bien, en su 
artículo 24.1, la LIRNR adopta un tratamiento indubitado sobre estas: los sujetos 
no residentes no pueden acceder a las reducciones del artículo 18.2 de la LIRPF 
para el caso de que las rentas se hubieran generado en un periodo superior a 
dos años o fueran notoriamente irregulares (art. 12 del RIRPF).  

Del mismo modo que, como se ha indicado en el apartado anterior, resultan 
aplicables en el IRNR las exenciones previstas en el artículo 7 de la LIRPF, la 
exención relativa a las dietas, gastos de manutención y locomoción serán 
igualmente accesibles para los sujetos no residentes. La DGT (véanse las 
consultas a la DGT V1689-05 y V0941-06) ha considerado exceptuados de 
gravamen, en los mismos términos del IRPF, los importes obtenidos por el no 
residente que cumplan con los requisitos del artículo 9 del RIRPF para ser 
calificados como dietas, gastos de manutención y locomoción. Sin embargo, la 
posición del TEAC y la Audiencia Nacional fue inicialmente titubeante, aunque 
finalmente la AN ha sido favorable a la extensión del beneficio fiscal (Sentencia 
de la Audiencia Nacional de 26 de septiembre de 2013, rec. 271/2010).  

En relación con los tipos de gravamen, el tipo general es del 24 % con algunas 
salvedades:  

▪ 19 % para residentes de la UE o el EEE. 

▪ 8 % para los rendimientos del trabajo de personas físicas no 
residentes, que no sean contribuyentes por el IRPF, que presten sus 
servicios en misiones diplomáticas o representaciones consulares de 
España en el extranjero y no proceda la aplicación de normas 
específicas derivadas de los tratados internacionales en los que 
España sea parte. 

 
8  Sirvan, por todas, Consulta DGT V1541-20 y Consulta DGT V0401-16. 
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▪ 2 % para rendimientos del trabajo en virtud de contratos de duración 
determinada para trabajadores extranjeros de temporada. 

▪ Tipo progresivo de entre el 8 % y el 40 % para las pensiones, 
incluyendo tanto las públicas como las privadas y las del artículo 
17.2.a) de la LIRPF.  

El régimen de retenciones sobre rendimientos del trabajo, tanto en metálico 
como en especie, derivados de actividades realizadas en territorio español por 
no residentes se regula tanto en la LIRNR como en la normativa del IRPF.  

En el supuesto de empleadores residentes en territorio español, su régimen de 
retenciones está regulado principalmente en los artículos 13 y 31 de la LIRNR. 
Conforme al artículo 31 de la LIRNR, están obligados a practicar retención las 
entidades y personas físicas residentes que satisfagan o abonen renta sujeta a 
IRNR a no residentes, salvo que concurran exenciones legales o las previstas 
en un convenio de doble imposición (CDI). La cuantía para retener debe ser 
equivalente a la deuda tributaria que correspondería aplicando los tipos 
impositivos que establece la propia LIRNR o, en su caso, los fijados en un 
convenio aplicable. La base de la retención la constituye el importe íntegro del 
rendimiento satisfecho, ya sea en metálico o en especie, conforme al artículo 
13.1.c) de la LIRNR; en este último caso, se considerará como importe íntegro 
el valor de mercado del bien o servicio entregado y, además, el pagador debe 
ingresar a cuenta el importe correspondiente, sin que pueda repercutirse al 
perceptor. La obligación de retener surge en el momento del pago o de la puesta 
a disposición de la renta, debiéndose efectuar tanto la retención como el ingreso 
a cuenta en ese mismo momento, conforme al artículo 31.2 de la LIRNR. 

Por su parte, cuando el empleador sea un no residente, deberán tenerse en 
cuenta el artículo 76.1.d) del Reglamento del IRPF y el artículo 30 de la LIRNR. 
Estos preceptos imponen a los contribuyentes no residentes que operen en 
España sin EP la obligación de retener a cuenta del IRPF en cuanto a los 
rendimientos del trabajo que satisfagan, así como respecto de otros rendimientos 
sometidos a retención o ingreso a cuenta que constituyan gasto deducible para 
la obtención de las rentas a que se refiere el artículo 24.2 de la LIRNR. 

Por último, para completar el régimen de retenciones asociadas al no residente, 
el artículo 52 de la LIRNR permite regularizar las retenciones soportadas a 
cuenta del IRPF en el ejercicio de desplazamiento hacia fuera de territorio 
español (y en el entendimiento de que el sujeto se convertirá en un contribuyente 
no residente), de forma que el contribuyente no residente podrá solicitar, en su 
caso, la devolución del exceso soportado. Naturalmente, en caso de que el 
contribuyente se convierta en no residente en el año siguiente al desplazamiento, 
las retenciones practicadas en el año del desplazamiento seguirán manteniendo 
su naturaleza de “a cuenta del IRPF”. 
 
2. LOS RENDIMIENTOS DEL TRABAJO EN EL MODELO DE CONVENIO 

DE LA OCDE  

2.1 INTRODUCCIÓN 

El artículo 15 del MCOCDE regula las rentas del trabajo dependiente. Su 
redacción, si bien pretende ser técnicamente precisa, puede resultar ciertamente 
compleja. 
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“Artículo 15. Rentas del trabajo dependiente 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 16, 18 y 19, los sueldos, salarios 
y otras remuneraciones similares obtenidas por un residente de un Estado 
contratante en razón de un empleo, sólo pueden someterse a imposición en 
ese Estado, a no ser que el empleo se ejerza en el otro Estado contratante. 
Si el empleo se ejerce en ese otro Estado, las remuneraciones obtenidas por 
tal motivo pueden someterse a imposición en ese otro Estado. 

2. No obstante, lo dispuesto en el apartado 1, las remuneraciones obtenidas por 
un residente de un Estado contratante en razón de un empleo ejercido en el 
otro Estado contratante sólo pueden someterse a imposición en el primer 
Estado si: 

a) El perceptor permanece en el otro Estado durante un período o 
períodos que no excedan en conjunto de 183 días en cualquier período 
de doce meses que comience o termine en el año fiscal considerado, 
y 

b) Las remuneraciones son pagadas por, o en nombre de, un empleador 
que no es residente del otro Estado, y 

c) La remuneración no es soportada por un establecimiento permanente 
o una base fija que el empleador tiene en el otro Estado. 

3. No obstante, las disposiciones precedentes de este artículo, las 
remuneraciones obtenidas en razón de un empleo ejercido a bordo de un 
buque o aeronave en tráfico internacional, explotados por una empresa de un 
Estado contratante, pueden someterse a imposición en ese Estado”. 

Destaca el principio de autonomía recogido en el apartado 1.º del artículo, ya que 
su aplicación se realiza “sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 16, 18 y 19”. 
Estos artículos están destinados, respectivamente, a las remuneraciones en 
calidad de consejeros, las pensiones y las remuneraciones procedentes del 
sector público. 

Pues bien, para estas rentas el artículo 15 funciona como norma supletoria o de 
cierre: este artículo es el régimen general para los sueldos, salarios y otras 
remuneraciones similares derivadas de una relación laboral, pero su aplicación 
está limitada allí donde corresponda aplicar otros artículos específicos del 
Modelo. 

2.2 CONCEPTO DE RENTA DEL TRABAJO DEPENDIENTE 

Los Comentarios al MCOCDE no abordan específicamente qué debe ser 
considerado como rentas de trabajo dependiente. A efectos interpretativos, debe 
acudirse a la normativa interna del Estado que aplica el Convenio de acuerdo 
con el artículo 3.2. MCOCDE (en España, el artículo 17 LIRPF).  

Adicionalmente, a diferencia de la regulación nacional, condensada en un único 
artículo, en el MCOCDE la regulación de los rendimientos del trabajo sufre una 
cierta atomización, pues si bien se regulan con carácter general en el artículo 15, 
existen diversos artículos dedicados a rentas del trabajo específicas: 

• Consejeros (art. 16).  

• Artistas y deportistas (art. 17). 
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• Pensiones (art. 18). 

• Funciones públicas (arts.19.1 y 19.3). 

• Estudiantes (art. 20). 

• Miembros de misiones diplomáticas y oficinas consulares (art. 28). 

Dicho esto, téngase en cuenta que hay una pluralidad de rendimientos que 
podrían tener carácter laboral y que, a los ojos del regulador del Modelo de 
Convenio, merecen autonomía de tratamiento. En efecto, las rentas procedentes 
de cursos o conferencias, consideradas rentas del trabajo por la norma 
doméstica encuentran su ubicación en el art. 7 MCOCDE dedicado a rentas de 
actividades económicas. Sucede algo similar para las rentas de artistas y 
deportistas reguladas expresamente en el art. 17 MCOCDE, con independencia 
de que procedan de una relación laboral o profesional. Esta regulación específica 
cobra importancia desde el momento en que estos preceptos tendrán prioridad 
sobre el de rentas del trabajo, pues se trata de una norma especial que 
prevalecerá sobre la general. 

En cualquier caso, se debe entender por “sueldos, salarios y otras retribuciones 
análogas” cualesquiera retribuciones, rendimientos, dinerarios o en especie, que 
perciba el contribuyente por razón del empleo. Más dudas presentan los pagos 
realizados tras la finalización del empleo, lo cual se analiza en la sección 3.2.1. 
 
3. RENTAS DEL TRABAJO DEPENDIENTE DEL ARTÍCULO 15 MCOCDE 

El elemento que activa la aplicación del artículo 15 del MCOCDE es el 
desplazamiento, es decir, para que un Estado (X) pueda plantearse su capacidad 
para sujetar a gravamen los rendimientos obtenidos por un trabajador residente 
en otro Estado (Y), el trabajo deberá ejercerse en el primer Estado (X).  

En este sentido, los Comentarios al MCOCDE precisan que un trabajo se 
entenderá ejercido en un Estado cuando exista presencia física del empleado 
que realiza las actividades por las que se paga la renta correspondiente; y no se 
entiende ejercido un trabajo por cuenta ajena cuando no hay presencia física, 
aunque los resultados del trabajo se exploten o utilicen en el Estado. 

En consecuencia, si no se produce el traslado del trabajador al otro Estado, este 
último no estará autorizado para gravar la remuneración laboral. Esta situación 
cobra particular relevancia en la actualidad, dado el auge del teletrabajo, ya que 
impide que el Estado fuente del salario someta a gravamen dicha renta.  

Superado este obstáculo, el artículo 15 del MCOCDE contiene dos reglas de 
sujeción como se detalla a continuación.  

3.1 CRITERIOS DE SUJECIÓN  

3.1.1 Regla general: potestad compartida entre el Estado de residencia de la 
persona que realiza el empleo y el Estado en el que se realiza el trabajo  

La regla general prevista en el artículo 15.1 del MCOCDE es sencilla: la renta 
del trabajo puede gravarse en el Estado donde se ejerce, sin perjuicio de su 
tributación en el Estado de residencia del trabajador. En otras palabras, la renta 
puede quedar sujeta tanto en el Estado de residencia del trabajador como en el 
Estado en el que se presta el empleo. 
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Esto es válido independientemente del momento en que el empleado devengue 
esa renta, ya que las retribuciones pagadas una vez concluido el empleo por 
trabajos efectuados previamente se considerarán procedentes del Estado en el 
que se ejercitó la actividad laboral.  

3.1.2 Regla secundaria: potestad exclusiva del Estado de residencia del 
trabajador 

La regla general puede tornarse en una regla de potestad exclusiva del Estado 
de residencia del trabajador.  

Para que las retribuciones obtenidas por un residente de un Estado por razón de 
un empleo por cuenta ajena ejercido en el otro Estado contratante no puedan 
quedar sometidas a tributación en el Estado en el que se realiza el empleo, 
deben cumplirse los siguientes requisitos: 

▪ Test de número de días: El perceptor debe permanecer en el Estado en el 
que se realiza el trabajo durante un período o períodos cuya duración no 
exceda, en conjunto, de 183 días en cualquier período de doce meses 
que comience o termine en el ejercicio fiscal considerado. 

La razón de este test de duración es que, a juicio del Modelo de Convenio, 
la presencia que supera los 183 días adquiere tal intensidad que permite 
atribuir potestad de gravamen al Estado en el que se realiza el empleo.  

Los CMOCDE profundizan en el sistema que debe aplicarse para 
computar el plazo de 183 días. Así, se incluirán todos los días en los que 
el empleado esté presente en el Estado en cuestión, es decir, se 
computan únicamente los días de presencia física. Ahora bien, existen 
varias situaciones controvertidas que son abordadas por los Comentarios, 
pues a la hora del cálculo deben incluirse días incompletos, el día de 
llegada, el día de salida, así como todos los días transcurridos en el 
territorio del Estado en el que se desarrolla la actividad, 
independientemente de que sean sábados, domingos, festivos, 
vacaciones tomadas antes, durante o posteriormente a la actividad 
laboral; interrupciones breves, como períodos de formación, huelgas, 
cierre patronal, demoras en la recepción de suministros; y ausencias por 
enfermedad (excepto si impiden el traslado de la persona física, caso en 
el cual no se computarían) o por motivos de fallecimiento o enfermedad 
en el entorno familiar. 

Es importante destacar que no se computan los días en los que la persona 
solo se encuentre en tránsito en el Estado de la actividad durante un viaje 
entre dos puntos situados fuera de dicho Estado. En todo caso, cualquier 
día en el que, aunque sea por un breve período, el contribuyente se 
encuentre presente en el Estado, se considerará como un día completo 
de presencia a efectos del cómputo del período de 183 días. 

La posición española en los CDI es variada. Algunos CDI contienen el 
literal del MCOCDE, tales como los de Panamá, Albania, Canadá o 
Grecia. Algunos CDI incluyen matizaciones a la mención “ejercicio fiscal 
considerado”. Un grupo de CDI se refiere al año natural (Brasil) o al año 
civil (Luxemburgo); otro grupo se refiere a cualquier periodo de 183 días 
en cualquier periodo de doce meses (CDI Francia-España); y otro grupo 
especifica que debe ser el año fiscal del Estado en el que se “realiza el 
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trabajo” (CDI Suecia-España). Otros CDI prevén una redacción más 
genérica (más de 183 días durante el año fiscal o periodo impositivo 
considerado), como los de India, Hungría o Bulgaria, lo que puede dar 
lugar a problemas interpretativos por la coincidencia del año fiscal o 
periodo impositivo en ambos países.  

▪ Test de naturaleza del pagador: El pagador, o aquel por cuenta de quien 
se paguen las retribuciones, debe ser un empleador no residente del 
Estado en el que se realiza el trabajo9. 

La condición del pagador puede ser la de una entidad filial residente en el 
Estado donde se desarrolla la actividad laboral o un establecimiento 
permanente sito en dicho Estado. En este segundo caso, las retribuciones 
deben realizarse a cargo o ser soportadas10 por el establecimiento 
permanente. 

En definitiva, lo que permiten estas reglas es esclarecer en qué condiciones la 
presencia del empleado y la naturaleza del empleador dan suficiente fuerza al 
Estado en el que se realiza el trabajo para poder gravar las rentas: 

▪ Si el trabajo dependiente se realiza en el Estado de residencia del trabajador 
(X), las retribuciones solo pueden someterse a tributación en el Estado de 
residencia del trabajador (X).  

▪ Si el trabajo se realiza en un Estado distinto (Y) del Estado de residencia del 
trabajador (X), la remuneración puede quedar sujeta en el primer Estado (Y) 
si no se cumple alguno de los test anteriores (v. gr., si el empleado está más 
de 183 días en el Estado en el que realiza el trabajo (Y)).  

▪ Si el trabajo se realiza en un Estado distinto (Y) del Estado de residencia del 
trabajador (X), la remuneración solo puede quedar sujeta en el Estado de 
residencia del trabajador (X) si se cumplen los test anteriores.  

En caso de que exista un supuesto de tributación compartida (porque, por 
ejemplo, el empleado permanezca más de 183 días en los últimos 12 meses), el 
Estado de residencia del trabajador tendrá inicialmente capacidad para gravar 
los rendimientos que obtenga, debiéndose acudir al CDI oportuno para 
determinar si se permite la deducción del impuesto pagado en el Estado en el 
que se realiza el trabajo o aplicar una exención con progresividad (v. gr., los CDI 
de España con Francia o Reino Unido). En caso de que exista doble imposición, 
el Estado de residencia del trabajador desplazado deberá eliminarla de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 23 del MCOCDE, así como en su legislación 
interna; en el caso de España, mediante la deducción por doble imposición 
internacional regulada en el artículo 80 de la LIRPF11. 
 

 
9  Como las entidades transparentes a efectos fiscales generalmente no tienen acceso a los CDI, la regla 

debería aplicarse a nivel de los socios de la entidad transparente.  

10  La mención “a cargo de” debería interpretarse como que la retribución puede ser potencialmente deducible 

para calcular el resultado del establecimiento permanente situado en el Estado en el que se ejerce el empleo o se 

integra en la cuenta de resultados del EP o en su base imponible. El CDI Australia-España refleja perfectamente este 

espíritu: Las remuneraciones no son deducibles para la determinación de los beneficios fiscales de un establecimiento 

permanente o de una base fija que la persona empleadora tenga en ese otro Estado. 

11  Consulta a la DGT V0801-15. 
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Ejemplo 2: 

Un trabajador residente fiscal en España acude a Bélgica a trabajar para una 
empresa española durante tres meses. El trabajador presta servicios para la 
empresa situada en España, pero los servicios se prestan materialmente en 
Bélgica.  

España (como Estado de residencia del trabajador) tendría potestad de 
gravamen, a priori en exclusiva (Bélgica, como Estado en el que se desarrolla 
el trabajo, no podría gravar las rentas), ya que el trabajador (i) permanece 
menos de 183 días en Bélgica); (ii) el salario se paga por la entidad española; 
y (iii) no consta que la remuneración se pague con cargo a un establecimiento 
de la entidad española en Bélgica. 

 

Ejemplo 3: 

Trabajador de empresa española con residencia fiscal en Alemania. Se 
desplaza continuamente a España para atender a clientes.  

Su retribución total anual fue de 100.000 euros. La empresa española ha 
retenido 30.000 euros y es posible acreditar que estuvo trabajando en España 
190 días en dicho ejercicio. Tributación por IRNR. 

La regla del artículo 15.1 del CDI Alemania-España debería aplicarse, de 
forma que España tendría capacidad para gravar las rentas asociadas al 
empleo realizado en España.  

El trabajador con residencia fiscal en Alemania tributaría por la parte de la 
actividad que desarrolle en España. Es decir, serían de fuente española la 
parte de su retribución que corresponda proporcionalmente por los días de 
presencia en España (100.000) x (365-190) / 365. 

La regla del artículo 15.2 del CDI Alemania-España, que permitiría someter a 
tributación la renta únicamente en Alemania (Estado de residencia del 
trabajador), requiere que: 

- El trabajador haya permanecido menos de 183 días en España 
(permanece 190 días).  

- La remuneración se pague por, o en nombre de, una persona no residente 
en España (se paga por la empresa española). 

- La remuneración no se soporte por un establecimiento permanente o base 
fija en España (no aplica).  
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Ejemplo 4: 

Trabajador de empresa española que se traslada a Tailandia para trabajar 
desde su domicilio para la empresa española.  

El año del traslado a Tailandia el trabajador podría ser considerado residente 
fiscal en España (si se cumplen los requisitos del artículo 9 LIRPF). Si es 
residente fiscal en España, en principio España tendrá capacidad de gravar 
las rentas, ya que será un contribuyente del IRPF que tributa por sus rentas 
mundiales.  

En los años siguientes pueden ocurrir dos escenarios: 

- El contribuyente deja de ser residente fiscal en España: En principio, 
España no podría gravar la renta, ya que el trabajo se ejerce fuera de 
España. 

- El contribuyente mantiene su residente fiscal en España: Tributación 
compartida entre España (como Estado de residencia del trabajador) y 
Tailandia (como Estado en el que se realiza el empleo) (art. 15.1 y 15.2 
CDI Tailandia-España, sobre la base de que el trabajador permanecerá 
más de 183 días en Tailandia en cualquier periodo de doce meses). La 
doble imposición debería eliminarla España (23.2 CDI Tailandia-España). 

 

En el supuesto de que el Estado de traslado practique una retención indebida 
conforme a las reglas del MCOCDE (v. gr., cuando el CDI no hubiera permitido 
gravar la renta), la Administración tributaria española denegará la aplicación en 
España del eventual crédito fiscal, ya que se ha soportado indebidamente. En 
estos casos, lo procedente no será solicitar la devolución o la aplicación de la 
deducción para evitar la doble imposición del artículo 80 de la LIRPF, sino 
solicitar la devolución del impuesto pagado en el Estado oportuno12.  

3.2 LA DISTINCIÓN ENTRE RENTAS DEL TRABAJO Y RENTAS DE 

ACTIVIDADES ECONÓMICAS  

Cuando una persona física, formalmente empleada como trabajador asalariado 
por una empresa, presta servicios para otra empresa, lo habitual es que dicho 
trabajo se base en los acuerdos de prestación de servicios suscritos entre ambas 
entidades. Esta circunstancia implica que, en numerosos casos, los servicios 
personales se encuentran integrados dentro de prestaciones más amplias, 
formalmente estructuradas como actividades empresariales o profesionales 
independientes, lo que dificulta establecer una distinción clara y precisa entre 
ambos tipos de renta.  

La calificación incorrecta de la naturaleza de la renta tiene consecuencias 
fiscales directas y relevantes. Si la renta se considera de carácter empresarial o 
profesional, únicamente estará sujeta a tributación en el Estado de residencia de 
la entidad que presta el servicio (y no en el Estado desde el que se paga la renta) 
por mor del artículo 7 del MCOCDE. En cambio, si se califica como salario, la 
potestad tributaria puede corresponder al Estado en el que se realiza 
efectivamente la actividad, permitiendo a dicho Estado gravar los ingresos 
obtenidos por el trabajador allí donde desarrolla su labor.  

 
12  Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Cataluña de 10 de noviembre de 2022.  
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Por ello, antes de abordar el análisis específico de las rentas del trabajo, resulta 
oportuno señalar las importantes dificultades prácticas que surgen al calificar 
determinadas rentas como procedentes del trabajo dependiente. Los 
Comentarios al MCOCDE —en relación con la verdadera naturaleza de los 
servicios prestados por la persona en el marco de la aplicación de las reglas del 
artículo 15.2 del MCOCDE— contienen una serie de observaciones dirigidas a 
revelar si se trata de una relación de trabajo dependiente o si es una prestación 
de servicios entre dos empresarios:  

• El hecho de que el empleador formal refacture la retribución del trabajador 
a la empresa que recibe los servicios constituye únicamente uno de los 
factores subsidiarios a considerar en el análisis. 

• Quién puede dar instrucciones sobre cómo debe realizarse el trabajo. 

• Quién controla el lugar en el que se lleva a cabo el trabajo y es 
responsable de él. 

• Si el empleador formal factura la retribución percibida por la persona física 
directamente a la empresa a la que se prestan los servicios. 

• Quién pone a disposición del trabajador las herramientas y materiales 
necesarios. 

• Quién determina el número de personas que van a desarrollar el trabajo 
y su cualificación. 

• Quién está facultado para elegir a la persona física que ejecutará el 
trabajo y para poner fin a los acuerdos contractuales acordados con el 
trabajador a ese fin. 

• Quién está facultado para imponer medidas disciplinarias en relación con 
el trabajo efectuado por esa persona física. 

• Quién determina los períodos de vacaciones y el plan de trabajo de esa 
persona física. 

En suma, el MCOCDE aconseja considerar, principalmente, quién dirige y 
controla la prestación, quién proporciona los medios materiales, quién asume los 
riesgos y quién puede imponer instrucciones o medidas disciplinarias para 
establecer la verdadera naturaleza de la relación. 

Por último, téngase en cuenta que el Estado en el que se ejerce la actividad 
puede inaplicar el apartado 15.2 MCOCDE en casos abusivos. Por ejemplo, los 
Comentarios al MCOCDE mencionan los supuestos en los que formalmente se 
“viste” como un contrato de prestación de servicios o “por obra” una verdadera 
relación, para lo cual los anteriores criterios resultarían especialmente 
relevantes. En todo caso, debe acudirse al principio de “fondo sobre forma”; esto 
es, debe prevalecer la realidad económica sobre la forma jurídica que hayan 
otorgado las partes a la relación contractual. 

3.2.1 Especial referencia a los termination payments o pagos efectuados tras la 
finalización del trabajo dependiente 

La aplicación del artículo 15 del MCOCDE presenta una complejidad añadida 
cuando se trata de pagos efectuados tras la finalización de la relación laboral. 
Esta dificultad se acentúa especialmente en aquellos supuestos en los que la 
trayectoria del trabajador resulta heterogénea, como ocurre cuando los servicios 
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se han prestado en varios países a lo largo de su vida profesional o cuando la 
presencia en el extranjero ha sido marginal en comparación con el conjunto de 
su carrera laboral. 

Desde su actualización del 2017, los Comentarios al MCOCDE abordan la 
regulación de los denominados termination payments —esto es, las 
indemnizaciones o compensaciones por extinción, resolución o rescisión del 
vínculo laboral—. Este marco interpretativo pretende ofrecer una aproximación 
precisa sobre cómo deben calificarse, es decir, la naturaleza de estas rentas y 
cómo deben atribuirse (qué país está autorizado para su gravamen).  

En primer lugar, los Comentarios acotan el concepto de termination payment al 
conjunto de sumas satisfechas a los trabajadores como consecuencia de la 
finalización de su relación laboral. Bajo esta denominación se engloban una 
multiplicidad de rentas que van desde indemnizaciones legales por despido o 
cese a acuerdos voluntarios de extinción, cláusulas contractuales de 
indemnidad, primas por jubilación anticipada, compensaciones por no 
competencia poscontractual o tributos relacionados con pactos de rescisión. 

En este sentido, los dos aspectos más relevantes examinados por los 
Comentarios, párrafos 2.7 y siguientes de los comentarios al artículo 15, 
consisten en:  

i. Ofrecer pautas para determinar la naturaleza de los pagos efectuados tras 
la finalización del trabajo dependiente. A juicio de los Comentarios, debe 
analizarse la causa y la función del pago.  

Con carácter general, los termination payments encontraran cobijo en el 
artículo 15 (rentas del trabajo dependiente) y, excepcionalmente, en el 
artículo 18 (pensiones), si la compensación reviste naturaleza de 
prestación de jubilación diferida; todo ello sin perjuicio de la calificación 
que deba hacerse con arreglo a la normativa doméstica del Estado 
contratante. 

Asimismo, los Comentarios inciden en que la calificación fiscal de estos 
pagos no depende de la denominación contractual, sino de la verdadera 
causa y función económica de la remuneración. 

ii. Fijar los criterios de sujeción de pagos efectuados tras la finalización del 
trabajo dependiente. En un sentido amplio, los Comentarios conciben 
como criterio de conexión el resultante de combinar la residencia fiscal del 
perceptor y el nexo territorial o temporal de los servicios prestados que 
motivan la indemnización; todo ello, sin perjuicio de una regla específica 
en el CDI aplicable. 

Los siguientes apartados recogen las distintas tipologías de pagos examinadas 
por los Comentarios al MCOCDE: 

• Indemnizaciones por despido: Los Comentarios consideran que esta 
remuneración debe considerarse una retribución por los últimos doce 
meses de trabajo por cuenta ajena, proporcionalmente distribuida entre 
los lugares en los que se ejerció el empleo durante ese período. En estos 
casos, sin embargo, se deberá atender al tiempo y lugar del trabajo 
prestado y, por tanto, repartir la indemnización proporcionalmente entre 
los países en que se haya ejercido dicho empleo. 
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Es decir, la renta debe repartirse proporcionalmente entre los 
emplazamientos en los que se haya ejercido el empleo. La referencia de 
los doce meses que se contiene en los comentarios solo se aplicaría en 
caso de que los hechos y circunstancias impidan determinar esa 
proporción13. 

La indemnización percibida por el trabajador podrá tener acceso a la 
exención del artículo 7 d) y e) LIRPF en virtud del artículo 14.1.a) LIRNR. 

En relación con las indemnizaciones percibidas que guarden vinculación 
con el despido, pero que sean ajenas a él, deberá atenderse a los daños 
que pretenden resarcir. Las vinculadas con el propio pago de la 
indemnización por despido (v. gr., falta de preaviso, impagos, etc.) 
mantendrán la naturaleza de la indemnización por despido; mientras que 
otras de carácter punitivo o de otra naturaleza normalmente encajarán en 
el artículo 21 del MCOCDE, de forma que España no podrá gravarlas si 
el empleado no es residente en España. 

• Pagos por vacaciones o ausencias no utilizados: Generalmente, estarán 
vinculados al último año en el que se realizó el trabajo por cuenta ajena y 
deberán ser considerados parte de la retribución correspondiente al 
período de trabajo que generó el derecho a esos días de vacaciones o de 
enfermedad. No obstante, la casuística puede ser muy variada, de forma 
que podría ser válido un reparto proporcional entre los distintos 
emplazamientos en los que se realizó el trabajo.  

• Pagos realizados que retribuyen el periodo de preaviso previo a la 
terminación de un empleo: La retribución recibida en ese caso debe 
considerarse procedente del Estado donde es razonable suponer que el 
asalariado hubiera trabajado durante este tiempo de preaviso. 

• Pagos de retribución diferida o realizados una vez concluido el empleo por 
el trabajo efectuado previamente: Se considerarán procedentes del 
Estado en el que se hayan ejercido las actividades laborales por las que 
se pagan. 

• Retribuciones en especie una vez concluido el empleo por el trabajo 
efectuado previamente: Un trabajador asalariado puede tener derecho a 
recibir cobertura médica, seguro de vida u otros beneficios, tales como 
asesoramiento laboral, durante un determinado período tras la finalización 
de su empleo. Salvo que los hechos y circunstancias demuestren lo 
contrario, dichos beneficios deben entenderse como una retribución 
integrante del artículo correspondiente, originada en el Estado donde el 
empleo se ejercía en el momento de su terminación. 

• Pagos por pactos de no competencia: Los Comentarios MCOCDE 
establecen que en la mayoría de los casos no constituirá una retribución 
derivada de las actividades propias del empleo ejercido antes de su 
finalización y, por tanto, será gravable exclusivamente en el Estado de 

 
13  Consultas a la DGT V2188-18 y V0753-21. La DGT reitera que las indemnizaciones que perciba el empleado 

tras su cese estarán sujetas al IRNR español si derivan de trabajos realizados en España. Todo ello sin perjuicio de 

que tales rendimientos estén también sujetos a tributación en el país de residencia, en cuyo caso le corresponderá a 

este país la eliminación de la doble imposición que se pudiera generar.  



 18/24 

residencia del perceptor en el momento del pago. Esta lógica cambia 
cuando el pago retribuya las actividades ejercidas en el transcurso del 
empleo, en cuyo caso el pago deberá tratarse del mismo modo que si se 
tratara de una retribución del trabajo dependiente. 

• Acuerdos de pago posteriores a la finalización del empleo: Deben 
considerarse procedentes del trabajo por cuenta ajena ejercido en ese 
Estado en la medida en que puedan vincularse a un período concreto del 
empleo anterior en un Estado. 

Cabe destacar la Resolución del TEAC de 28 de marzo de 2023 (Rec. 
3436/2020) en relación con un piloto que pasa a encontrarse en 
“excedencia especial en vuelo” o “rescisión especial” al cumplir los 55 
años. Aunque las retribuciones percibidas no remuneran el trabajo (ya que 
la situación de rescisión supone que cesa la actividad “de vuelo”), no 
puede tratarse de una pensión a efectos del CDI porque no se alcanzan 
las condiciones para acceder a la jubilación previstas por la Seguridad 
Social14. 

• Opciones sobre acciones para empleados: La regla secundaria del 
artículo 15 permite que el país donde se trabaja (Estado fuente) grave la 
parte del beneficio que el empleado obtiene de una opción sobre acciones 
como retribución por su trabajo, incluso si ese impuesto se cobra después 
de que el empleado ya no trabaje allí. 

Ahora bien, es necesario diferenciar entre dos tipos de beneficios: 

o El beneficio ligado al empleo que proviene directamente de la 
opción sobre acciones. El artículo 15 del MCOCDE únicamente se 
aplica al primero de estos beneficios, es decir, al beneficio 
relacionado con la opción hasta el momento en que esta se ejerce, 
se transfiere o de cualquier forma se enajena. 

o La ganancia de capital que el empleado pueda obtener después al 
vender o transferir las acciones adquiridas tras ejercer la opción. 
Una vez ejercida o enajenada la opción, el beneficio laboral se 
convierte en ganancias propias del accionista, que se incluyen en 
otro artículo que regula las plusvalías de capital, a saber, el artículo 
13 del MCOCDE.  

Cabe precisar que, si tras ejercer la opción, el empleado aún 
necesita mantener un período mínimo de trabajo para recibir las 
acciones definitivamente, el país puede gravar también cualquier 
ganancia de valor que se produzca hasta finalizar ese período. 

Fruto de lo anterior, los Comentarios del artículo 15 del MCOCDE se dedican a 
regular cuándo puede entenderse que una opción sobre acciones proviene del 

 
14  En términos similares se pronuncia la Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 28 de 

marzo de 2023 (Rec. 9073/2021) relativa a un acuerdo de prejubilación. El contribuyente aducía que la indemnización 

percibida por un acuerdo de prejubilación no debería calificarse como rendimiento de trabajo, dada la inexistencia de 

relación laboral. El TEAC impide la consideración de esta indemnización como pensiones, en la medida en que el 

trabajador continuaba cotizando a la Seguridad Social y a su plan de pensiones privado, ni como otras rentas, ya que 

ese pago derivaría de un acuerdo entre la empresa y el trabajador en el marco de la relación laboral previa (sin 

perjuicio de que el trabajador “deje” de trabajar).  
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empleo, ya que son beneficios que pueden quedar gravados bajo este precepto. 
Así, de acuerdo con los Comentarios al MCOCDE, las opciones sobre acciones 
concedidas a empleados se vinculan, en general, a los servicios prestados antes 
de la concesión, ya que representan una retribución por el trabajo efectivo 
realizado durante un período determinado. Esta vinculación puede 
fundamentarse en el desempeño del empleado, en los resultados financieros 
pasados del empleador o en la permanencia del empleado durante un plazo 
específico, incluso en empresas asociadas. Por el contrario, no debe entenderse 
que las opciones sobre acciones estén relacionadas con servicios prestados con 
posterioridad al período necesario para adquirir el derecho a su ejercicio.  

Finalmente, si la opción se concede sin condicionarla a la continuidad en el 
empleo o si el derecho ya se ha consolidado plenamente, la opción puede no 
estar directamente vinculada al trabajo dependiente, permitiendo al empleado 
ejercerla aun cuando haya cesado en su empleo originario. 

En cualquier caso, no debe olvidarse que estas pautas generales deben 
contrastarse, pues es posible que los países miembros acuerden bilateralmente 
otro enfoque específico que se aleje de los principios anteriores. 

3.3 REGLAS ESPECIALES 

3.3.1 Trabajadores de empresas de navegación marítima y aérea internacional 

El apartado tercero del artículo 15 del MCOCDE establece que las retribuciones 
de las tripulaciones de buques y aeronaves explotados en el tráfico internacional 
serán gravadas, con carácter general, en el Estado de residencia del 
empleado15.  

No obstante, si el buque o aeronave se explotan únicamente entre puntos 
situados en otro Estado, la tributación exclusiva en el Estado de residencia del 
empleado-tripulante no se aplica, pues se entiende que falta el componente 
internacional, de forma que entrarían en juego las reglas del artículo 15.1 y 15.2 
del MCOCDE. Esta precisión busca evitar que un Estado (A) pueda gravar las 
rentas obtenidas por un residente de otro Estado (B), cuando dicho residente 
presta servicios para una empresa del Estado A, pero la actividad se realiza 
exclusivamente dentro del territorio de ese mismo Estado A. Véase, a modo de 
ejemplo, el CDI suscrito entre Japón y España. 

La facultad que concede el MCOCDE para adaptar la regla general a las 
preferencias de los Estados ha sido ejercida de manera reiterada por España. 
Así, la mayoría de CDI suscritos por España —como los firmados con Alemania, 

 
15 El cumplimiento de los requisitos para la aplicación del régimen de trabajadores internacionales debe ser estricto. 

En este sentido la doctrina se ha mostrado especialmente rigurosa, como muestra la CV 2536-21, donde la DGT 

analiza la situación de una empresa española dedicada a la pesca extractiva industrial que faena en aguas 

internacionales y plantea la contratación de un capitán residente en Portugal. La cuestión central es si la empresa 

debe practicar retención del IRNR sobre las retribuciones del capitán y cómo calcular la base de dicha retención, 

considerando que parte de la actividad se realiza en aguas españolas y parte en internacionales. 

La DGT razona que, por aplicación del Convenio entre España y Portugal, el artículo 15.3 excluye de tributación en 

España aquellos empleos en buques en tráfico internacional y el precepto no resulta aplicable cuando la pesca no se 

considera tráfico internacional. En tal caso, será de aplicación el artículo 15.1, por el que España, como Estado fuente, 

puede gravar las rentas generadas por el capitán, dado que la empresa es residente en España y la actividad se 

desarrolla, al menos parcialmente, en territorio español. 
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Polonia, Irán, Panamá, Italia o Suiza— establecen la regla de que las 
remuneraciones derivadas de un empleo ejercido a bordo de un buque o 
aeronave en tráfico internacional pueden ser gravadas en el Estado en el que se 
encuentra la sede de dirección efectiva de la empresa.  

Por el contrario, otros CDI —como el suscrito entre España y Canadá— 
mantienen la fórmula original del MCOCDE.  

Trabajadores transfronterizos 

Un trabajador transfronterizo es una persona que reside en un Estado y realiza 
su actividad laboral asalariada en otro Estado vecino, regresando de forma 
habitual —por lo general, diaria o semanalmente— a su lugar de residencia. 

El MCOCDE no establece una definición propia ni un régimen fiscal específico 
para estos trabajadores, dejando a los convenios bilaterales la regulación 
particular. En el caso de España, únicamente dos CDI —el suscrito con Portugal 
y el firmado con Francia— regulan expresamente la situación de los trabajadores 
transfronterizos.  

La finalidad principal de estas disposiciones es garantizar que los rendimientos 
del trabajo se graven exclusivamente en el Estado de residencia del trabajador, 
incluso cuando este se desplace habitualmente al otro Estado para desempeñar 
su actividad laboral. Cabe señalar que, en ausencia de una cláusula específica, 
como sucede en los CDI de España con Marruecos o Andorra, resultaría de 
aplicación directa el artículo 15 del MCOCDE, lo que conduciría a un régimen de 
tributación compartida según los supuestos especiales previstos en su apartado 
segundo. 

Las características específicas de los dos CDI suscritos por España que 
contemplan la figura del trabajador transfronterizo pueden resumirse del 
siguiente modo: 

▪ CDI Francia-España: Los trabajadores fronterizos deben justificar esta 
cualidad mediante el documento fronterizo creado por acuerdo particular 
entre España y Francia.  

El Acuerdo complementario entre España y Francia relativo a los 
trabajadores fronterizos de 25 de enero de 1961 establece que la 
expresión trabajadores fronterizos comprende los residentes españoles y 
franceses que, teniendo su domicilio en la zona fronteriza de uno de los 
Estados, adonde en principio regresan cada día, están autorizados a 
trabajar como asalariados en la zona fronteriza del otro Estado. El régimen 
no se aplica a trabajadores del sector público, cuyas remuneraciones se 
rigen por el artículo relativo a remuneraciones públicas (art. 19 CDI). 

El artículo 2 del Acuerdo de 25 de enero de 1961 estableció que “se 
considerarán zonas fronterizas, a los efectos del presente acuerdo, las 
zonas que tengan, en principio, una profundidad de 10 kilómetros, de una 
y otra parte de la frontera”, e incorpora como anexo la lista de municipios 
que se consideran comprendidos en las zonas fronterizas de Francia y 
España. 

De acuerdo con los Canjes de Notas de 3 de julio de 1964 y de los días 
21 de mayo y 1 de junio de 1965, ha aumentado el número de municipios 
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incluidos en las zonas fronterizas, con una ampliación de su alcance hasta 
una profundidad de, aproximadamente, 20 kilómetros desde la frontera. 

A tal efecto, véase la consulta de la DGT V2989-18, en la que se analiza 
el caso en el que la Administración francesa deniega la consideración de 
trabajador transfronterizo e incluye la posibilidad de invocar el 
procedimiento amistoso del artículo 26 del CDI Francia-España.  

▪ CDI Portugal-España: Los rasgos de este régimen son en gran medida 
coincidentes con los previstos en el CDI con Francia, si bien el Convenio 
con Portugal se distingue por exigir expresamente el retorno diario al país 
de residencia para que el trabajador pueda acogerse al régimen de 
trabajadores transfronterizos. Esta exigencia ha sido analizada, entre 
otras, por la CV0427-10 de la DGT16. 

Asimismo, a diferencia del CDI con Francia, en el acuerdo con Portugal 
podrán acogerse al régimen todos los trabajadores que cumplan los 
requisitos de retorno diario y residencia habitual, salvo las excepciones 
expresamente contempladas en el propio CDI para determinados 
empleados públicos. 
 

4. OTRAS RENTAS DEL MCOCDE QUE COMPARTEN NATURALEZA 
CON LAS RENTAS DEL TRABAJO DEPENDIENTE 

Tal y como se ha expuesto anteriormente, la atomización que el MCOCDE aplica 
a las rentas del trabajo provoca que existan diversas categorías de rentas que, 
estando igualmente recogidas en el MCOCDE, no encajan estrictamente en la 
definición clásica de rendimientos del trabajo dependiente, pero comparten con 
ellas naturaleza y, en su caso, criterios de atribución de la potestad tributaria 
entre Estados.  

A continuación, se detalla el tratamiento convencional de estas rentas y su 
diferenciación respecto a los rendimientos del trabajo propiamente dichos. 

4.1 CONSEJEROS (ARTÍCULO 16 MCOCDE) 

El artículo 16 del Modelo de Convenio de la OCDE regula el régimen fiscal 
aplicable a las remuneraciones percibidas por las personas que actúan como 
miembros de un Consejo de Administración o de órganos análogos de 
sociedades. El precepto dispone una tributación compartida, permitiendo la 
imposición tanto en el Estado de residencia del perceptor como en el Estado de 
la fuente, sin establecer límite cuantitativo para este último. Es importante 
precisar que, junto con estas rentas, los consejeros pueden obtener de la propia 

 
16 La consulta aborda el régimen fiscal aplicable a los trabajadores transfronterizos conforme al CDI España-Portugal. 

La DGT enfatiza que, para que un trabajador pueda acogerse al régimen fiscal especial de trabajador transfronterizo 

previsto en dicho convenio, es imprescindible que el empleado resida habitualmente en un Estado (por ejemplo, 

Portugal), trabaje en el otro (España) y, sobre todo, retorne diariamente a su país de residencia tras cada jornada 

laboral. 

De conformidad con la consulta, la tributación exclusiva en el país de residencia por las rentas del trabajo, evitando 

así la imposición en el país donde se realiza la actividad, solo resulta aplicable si se cumple rigurosamente el requisito 

del retorno diario. Si el trabajador no vuelve cotidianamente a su domicilio en el Estado de residencia no podrá 

acogerse al régimen de trabajador transfronterizo y se aplicarían entonces las reglas generales del artículo 15 del 

MCOCDE sobre rendimientos del trabajo, con posible tributación en ambos Estados. 
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entidad otras remuneraciones —por trabajos dependientes, actividades 
económicas o rendimientos del capital mobiliario— que se someten a las reglas 
específicas de los respectivos artículos del Convenio. 

4.2 FUNCIONES PÚBLICAS (ARTÍCULOS 19.1 Y 19.3 MCOCDE) 

El Modelo dedica los artículos 19.1 y 19.3 al tratamiento fiscal de los sueldos y 
remuneraciones satisfechos por un Estado, una subdivisión política o una 
entidad local, en el marco del desempeño de funciones públicas. La regla general 
establece que estas retribuciones tributan exclusivamente en el Estado pagador. 
Sin embargo, se prevé una excepción relevante: los rendimientos pueden ser 
gravados exclusivamente en el Estado de residencia de la persona física, 
siempre que, además de residir en ese Estado, el beneficiario sea nacional de 
él, o bien no haya adquirido la condición de residente únicamente para prestar 
dichos servicios. Esta excepción responde a la protección de la vinculación 
personal o habitual con el Estado de residencia. 

4.3 ESTUDIANTES (ARTÍCULO 20 MCOCDE) 

El artículo 20 está dirigido a estudiantes, becarios y personas en prácticas que 
se desplazan a un Estado contratante exclusivamente con finalidades de 
formación. Conforme al MCOCDE, los importes percibidos en concepto de becas 
o ayudas procedentes de fuentes situadas fuera del Estado de estancia no 
estarán sujetos a imposición en este último, siempre que la permanencia esté 
motivada por dicha capacitación y no implique la condición de personal 
investigador ni de trabajador en activo, figuras que quedan excluidas del ámbito 
del precepto. Con ello se busca no obstaculizar la movilidad internacional de 
estudiantes y jóvenes becarios. 

4.4 MIEMBROS DE MISIONES DIPLOMÁTICAS Y OFICINAS 
CONSULARES (ARTÍCULO 28 MCOCDE) 

Por último, el artículo 28 reconoce expresamente la existencia de un régimen 
internacional específico para los miembros de misiones diplomáticas y oficinas 
consulares, basado en los tratados y la costumbre internacional (particularmente, 
la Convención de Viena). Dicho régimen garantiza que los privilegios y 
exenciones fiscales que disfrutan estas personas no se vean afectados ni 
limitados por las previsiones del CDI correspondiente. Esta protección refuerza 
la inmunidad fiscal y el trato diferencial propio del derecho diplomático y consular 
internacional. 
 
5. PENSIONES 

En el contexto de la fiscalidad internacional, las pensiones constituyen una 
categoría de renta con identidad propia. Su naturaleza diferida y su creciente 
importancia, como consecuencia del incremento de los desplazamientos 
transnacionales, requiere un tratamiento específico diferenciado del aplicable a 
los rendimientos del trabajo dependiente y del resto de rentas que guardan 
similitud con estos.  

Otra de las singularidades de las pensiones consiste en su definición. Como se 
verá a continuación, el concepto de pensión a efectos convenidos difiere del que, 
habitualmente, entendemos desde la óptica del ordenamiento jurídico español. 
Esta diferencia de definición genera regularmente cierta incertidumbre a la hora 
de enfrentarse a la tributación de este tipo de rentas. 
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5.1 PENSIONES EN LA LIRNR 

La LIRNR determina, en su artículo 13.1.d), que se consideran obtenidas en 
territorio español las pensiones y prestaciones análogas satisfechas a no 
residentes cuando derivan de un empleo desarrollado en España o cuando el 
pagador sea un residente o un establecimiento permanente situado en el país.  

Bajo este marco legal, las pensiones se entienden como pagos realizados con 
motivo de una relación laboral extinguida, sin que sea relevante si la percibe el 
extrabajador o un beneficiario distinto. Entre las prestaciones asimiladas a 
pensión, la normativa interna incluye, según la LIRPF (artículos 17.2.a y f), 
prestaciones de mutualidades, percepciones de clases pasivas, 
indemnizaciones compensatorias entre cónyuges o anualidades por alimentos.  

La base imponible está constituida por el importe íntegro de la prestación 
recibida, a la que se aplica una tarifa progresiva con tipos que oscilan entre el 
8 % y el 40 %. 

5.2 PENSIONES EN EL MCOCDE 

El MCOCDE distingue claramente entre pensión pública y privada, y a cada una 
de ellas le dedica un artículo. 

En línea con lo anterior, debe advertirse que el concepto de público o privado a 
estos efectos difiere del que generalmente es entendido, al menos en España. 
La idea matriz es que la categorización de las pensiones no depende de la 
naturaleza del pagador, sino del carácter del empleo que originó el derecho a su 
percepción.  

Así, se considerará que una pensión es privada cuando derive de una actividad 
laboral desempeñada para un empleador privado; mientras que se considerará 
pensión pública cuando su origen proceda de una relación de dependencia con 
un empleador del sector público. Luego, conforme a este régimen, la pensión 
abonada por la Seguridad Social como resultado de un trabajo para una empresa 
privada tendrán el carácter de pensión privada.  

Respecto a la fiscalidad, el MCOCDE mantiene la distinción en función de la 
naturaleza y dedica distintos artículos a cada tipo de pensión. El artículo 18, 
referido a las pensiones privadas, atribuye exclusivamente al Estado de 
residencia del beneficiario la potestad para gravar las pensiones de origen 
privado derivadas de empleos anteriores. Por el contrario, el artículo 19, antes 
analizado, reserva la tributación de las pensiones públicas al Estado pagador, 
salvo el supuesto en que el perceptor sea residente y nacional del otro Estado 
contratante, en cuyo caso la competencia corresponde, de manera excepcional, 
al país de residencia del beneficiario.  

Finalmente, la regulación dual del MCOCDE debe completarse con la 
advertencia de que, ante la ausencia de convenio, no solo la fiscalidad de las 
pensiones se regirá por lo dispuesto en la LIRNR, sino que también su 
conceptualización seguirá los parámetros domésticos, de manera que recupera 
la condición de pensión pública la satisfecha por una entidad pública. 
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Ejemplo 5: 

 Pensionista de nacionalidad alemana residente en Palma de Mallorca desde 
2016 percibe mensualmente dos pensiones: 

• Una pensión de 2200 euros mensuales. Esta pensión deriva de un 
trabajo prestado como ingeniero industrial para una entidad privada. 

• Una pensión de 800 euros mensuales correspondiente con un trabajo 
que prestó como funcionario del länder de Baviera.  

En función de la naturaleza de la pensión, la fiscalidad aplicable será: 

- La pensión procedente de su desempeño laboral en una entidad privada 
tendrá la naturaleza de pensión privada, siéndole de aplicación el artículo 
18 MCOCDE, por lo que, con carácter general, estará sometida a 
gravamen exclusivo en el país de residente, es decir, España.  

- La pensión originada por su trabajo en la entidad pública quedará 
amparada por el artículo 19 del MCOCDE siendo gravada, únicamente, 
en el Estado fuente, es decir, Alemania. 

-  
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